
 

ANEXO C 
RESUMEN DE LA SENTENCIA T – 662 

 
ANTECEDENTES DE LA TUTELA QUE DIO ORIGEN A LA SENTENCIA T-622 
 
El departamento del Chocó, lugar donde se desarrollan los hechos de la presente 
acción de tutela, tiene una extensión de 46.530 km2 lo que equivale al 4.07% del total 
de extensión de Colombia. En su organización territorial está conformado por 30 
municipios distribuidos en 5 regiones: Atrato, San Juan, Pacífico Norte, Baudó 
(Pacífico Sur) y Darién es un territorio donde confluyen múltiples grupos raciales, 
cuenta con una población cercana a los 500.000 habitantes de los cuales el 87% de 
la población es afrodescendiente, 10% indígena y 3% mestiza.  
 
En su composición, el 96% de la superficie continental está constituida por territorios 
colectivos de 600 comunidades negras agrupados en 70 consejos comunitarios 
mayores con 2.915.339 hectáreas tituladas y 120 resguardos indígenas de las etnias 
Embera-Dóbida, Embera-Katío, Embera-Chamí, Wounan y Tule, que corresponden 
a 24 de los 30 municipios del Chocó; el 4% restante está habitado por población 
campesina mestiza.  
 
El río Atrato es el más caudaloso de Colombia y también el tercero más navegable 
del país, después del río Magdalena y del río Cauca. El Atrato nace al occidente de 
la cordillera de los Andes, específicamente en el Cerro Plateado a 3.900 metros sobre 
el nivel del mar y desemboca en el golfo de Urabá, en el mar Caribe. Su extensión es 
de 750 kilómetros, de los cuales 500 son navegables. La parte más ancha del río 
tiene una longitud de 500 metros y en cuanto a la parte más profunda se estima 
cercana a los 40 metros. Recibe más de 15 ríos y 300 quebradas; entre los principales 
se cuentan: el Andágueda, Beté, Bojayá, Buchadó, Cabí, Cacarica, Capá, 
Domingodó, Napipí, Neguá, Muguindó, Murrí, Opogodó, Puné, Quito, Salaquí, Sucio, 
Tagachí y Truandó.  
 
La cuenca del río Atrato se encuentra delimitada al este por la cordillera occidental y 
al oeste por las serranías del Baudó y del Darién, al sur se encuentra la divisoria de 
aguas con el río San Juan definida por el istmo de Istmina. Es rica en oro, maderas y 
se considera una de las regiones con mayor fertilidad para la agricultura. La cuenca 
hidrográfica del río Atrato la integran comunidades étnicas que habitan en los 
municipios de Acandí, Bajo Atrato, Riosucio, Bojayá, Lloró, Medio Atrato, Quibdó, Río 
Quito, Unguía, Carmen del Darién (Curvaradó, Domingodó y Bocas), Bagadó, 
Carmen de Atrato, en Chocó; y Murindó, Vigía del Fuerte y Turbo, en Antioquia.  
 
Las riberas del Atrato son el hogar de múltiples comunidades afrocolombianas e 
indígenas, entre ellas las demandantes, que las han habitado ancestralmente, en 
donde también existen comunidades mestizas descendientes de migrantes de 
diversas regiones del país. Entre las formas tradicionales de vida y sostenimiento 
propias de estas comunidades se destacan la minería artesanal, la agricultura, la 
caza y la pesca, con las que aseguraron por siglos un abastecimiento total de sus 
necesidades alimentarias. 
Algunas de estas actividades -que permanecieron intactas hasta la década de los 
ochenta- eran principalmente: (i) la agricultura, realizada por medio del sembrado y 
labrado programado de plantaciones de diversos alimentos como maíz, arroz, 
chontaduro, cacao, cocotero, pacó, caimitos, guamas, caña de azúcar y plátano; y, 
(ii) la pesca, por medio de flechas, atarrayas y rústicas herramientas; (iii) la minería 
artesanal aplicando diversos métodos ancestrales de extracción de oro y platino. 
 
Las comunidades han hecho de la cuenca del río Atrato no solo su territorio, sino el 
espacio para reproducir la vida y recrear la cultura; se encuentran asentadas -a lo 
largo del alto y medio Atrato- y están organizadas a través de los siguientes Consejos 
Comunitarios: (i) el Consejo Comunitario Mayor de la Organización Popular 
Campesina del Alto Atrato -Cocomopoca- que está integrado por 3.200 familias 
afrodescendientes congregadas en 43 comunidades con 73.000 hectáreas tituladas 
como territorios colectivos; (ii) el Consejo Comunitario Mayor de la Asociación 
Campesina Integral del Atrato  -Cocomacia- compuesto por 120 comunidades 



 

afrodescendientes con 695.245 hectáreas tituladas como territorios colectivos[6], así 
como la Asociación de Consejos Comunitarios del Bajo Atrato -Ascoba- y el Foro 
Inter-étnico Solidaridad Chocó -FISCH- (compuestos por 47 organizaciones), quienes 
han habitado en sus territorios ancestralmente y en los que han establecido sus 
formas tradicionales de vida a través de la agricultura, la caza, la pesca y la minería 
artesanal, actividades con las que garantizan su abastecimiento total de alimentos, 
que ahora -a juicio de los accionantes- se encuentra en peligro por el desarrollo 
intensivo de actividades mineras y de explotación forestal ilegales, en una región que 
ha sufrido los rigores de la guerra y del desplazamiento forzado en el marco de la 
intensificación del conflicto armado interno. 
 
Adicionalmente, la exclusión social en Chocó tiene profundas raíces históricas debido 
a que tras la independencia no se construyeron instituciones político-administrativas 
incluyentes sino puramente extractivas, con muy pocos controles, lo que ha 
favorecido la corrupción desde tiempos coloniales. 
 
En la actualidad, el departamento del Chocó presenta índices de población según los 
cuales, el 48.7% vive en condición de pobreza extrema. De acuerdo al índice de 
Necesidades Básicas Insatisfechas -NBI- que mide si las necesidades básicas de la 
población se hallan cubiertas de acuerdo a unos criterios mínimos en las diferentes 
regiones del país, se encuentra que para esta región es del 82.8%, el más alto del 
país, dentro del cual cerca del 79% de sus habitantes presenta al menos una NBI, 
por lo que tienen el indicador más bajo en calidad de vida del país con el 58% frente 
al promedio nacional que es del 79%. 
 
HECHOS QUE DIERON ORIGEN A LA SENTENCIA 
 
Es de resaltar que mediante una acción de tutela interpuesta por el Foro inter-étnico 
solidaridad choco en marcado en su estrategias de seguridad social y jurídica de 
derecho y los concejos comunitarios mayores de la cuenca del rio Atrato que son los 
interlocutores directos de sus comunidades como son el concejo comunitario mayor 
de la asociación campesina integral del Atrato COCOMACIA y el concejo comunitario 
mayor de la organización popular y campesina de el alto Atrato COCOMOPOCA y la 
asociación de concejos comunitarios del bajo Atrato ASCOBA , que auspiciado y 
representados por el centro de estudios para la justicia social TIERRA DIGNA. 
 
La acción de tutela se interpone para detener el uso intensivo y a gran escala 
de diversos métodos de extracción minera y de explotación forestal ilegales, 
que incluyen maquinaria pesada -dragas y retroexcavadoras- y sustancias 
altamente tóxicas -como el mercurio- en el río Atrato (Chocó), sus cuencas, 
ciénagas, humedales y afluentes, que se han venido intensificando desde hace varios 
años y que están teniendo consecuencias nocivas e irreversibles en el medio 
ambiente, afectando con ello los derechos fundamentales de las comunidades 
étnicas y el equilibrio natural de los territorios que habitan. 
 
Refiere que la explotación minera mecanizada -que se viene desarrollando a gran 
escala de forma ilegal desde finales de la década de los noventa por diferentes 
actores- afecta principalmente la cuenca alta y media del río Atrato (e incluso su 
desembocadura en el golfo de Urabá), así como sus afluentes principales, en 
particular, el río Quito, el río Andágueda (territorio de Cocomopoca), el río Bebará y 
el río Bebaramá (territorio de Cocomacia); concretamente, a través del uso de 
maquinaria pesada como dragas de succión -también llamadas por los locales 
“dragones”-, elevadores hidráulicos y retroexcavadoras, que a su paso destruyen el 
cauce del río y realizan vertimientos indiscriminados de mercurio y otras sustancias 
e insumos requeridos para el desarrollo de estas actividades en el Atrato y sus 
afluentes, además de la dispersión de vapores que arroja el tratamiento del 
mencionado químico en los entables mineros. 
 
Indica que los aprovechamientos mineros ilegales que se realizan en el río Atrato, 
sus afluentes y territorios contiguos, que para 2013 según datos de Codechocó -la 
autoridad ambiental regional- se estimaron en 200 entables mineros y 
aproximadamente 54 dragas en operación, se caracterizan por la extracción de 



 

metales preciosos, en especial oro y platino, para lo que se emplean distintas 
modalidades de explotación con maquinaria pesada. 
 
La primera forma es la minería aluvial que supone la extracción directa de metales 
del lecho de los ríos por medio de dragas de succión y aplicación de mercurio; la 
segunda forma es la minería de veta a cielo abierto por medio del uso de 
retroexcavadoras que levantan grandes capas de tierra, dando con ello apertura a 
perforaciones profundas en las que se utiliza también el mercurio para lograr la 
separación del mineral. 
 
En igual sentido, afirma que entre los factores de contaminación asociados a las 
actividades de extracción minera ilegal en la cuenca del río Atrato, uno de los más 
graves es el vertimiento de mercurio, cianuro y otras sustancias químicas tóxicas 
relacionadas con la minería, lo que representa un alto riesgo para la vida y la salud 
de las comunidades toda vez que el agua del río es utilizada para el consumo directo, 
es la fuente principal para la agricultura, la pesca y para las actividades cotidianas de 
las comunidades. En consecuencia, considera que la contaminación del río Atrato 
está atentando contra la supervivencia de la población, los peces y el desarrollo de 
la agricultura que son elementos indispensables y esenciales de alimento en la 
región, que es el lugar en donde las comunidades han construido su territorio, su vida 
y recrean su cultura. 
 
Resalta que la situación de crisis ambiental que se ha desencadenado como 
consecuencia de las actividades reseñadas tiene efectos dramáticos en la pérdida de 
vidas de población infantil indígena y afrodescendiente. Según varios informes de la 
Defensoría del Pueblo, en las comunidades indígenas de Quiparadó y Juinduur, las 
cuales se sitúan en la subregión del bajo Atrato (Riosucio), durante el año 2013 se 
constató la muerte de 3 menores de edad y la intoxicación de 64 más por ingerir agua 
contaminada. De igual forma, el pueblo indígena Embera-Katío, que se encuentra 
ubicado en la cuenca del río Andágueda -afluente del Atrato-, en el año 2014 reportó 
la muerte de 34 niños por razones similares. 
 
Respecto de las comunidades afrocolombianas, afirma que como consecuencia de 
la contaminación producida por actividades de explotación minera y forestal ilegales 
se viene presentando una creciente proliferación de enfermedades como diarrea, 
dengue y malaria en las mismas de acuerdo a los informes reseñados de la 
Defensoría del Pueblos. A la situación anteriormente descrita, añaden que la región 
no cuenta con un sistema de salud adecuado para atender estas enfermedades ni a 
los colectivos étnicos. 
 
Adicionalmente, señala que la explotación forestal se caracteriza por la utilización de 
maquinaria pesada, de sustancias químicas para inmunizar la madera y por la 
construcción de canales artificiales para el acarreo de la misma, acciones que han 
puesto en peligro de extinción a las especies vivas de la zona -tanto vegetales como 
animales- y han cambiado el curso natural de los ríos -afectando sus ciénagas y 
humedales-, lo que implica graves consecuencias para la subsistencia de las 
colectividades allí asentadas. De hecho, aduce que de los 18 brazos navegables que 
tiene el río Atrato, hoy en día solo es posible la navegabilidad en uno de ellos, a causa 
del taponamiento y sedimentación de las fuentes hídricas producido por la 
inadecuada disposición de las maderas y sus desechos.   
 
Afirma que a pesar de los varios llamados de urgencia -incluido el de la Defensoría 
del Pueblo que en septiembre de 2014 declaró una emergencia humanitaria y 
ambiental en Chocó-, resulta altamente preocupante que las instituciones estatales 
competentes, entre ellas la Presidencia de la República y los Ministerios de Salud, 
Ambiente, Minas, Agricultura, Vivienda, Educación, Defensa, el Instituto Nacional de 
Salud y los departamentos de Chocó y Antioquia, entre otros, no hayan realizado 
acciones integrales para enfrentar y dar solución a esta grave situación que amenaza 
la calidad de las aguas del río Atrato, sus principales afluentes, la existencia de sus 
bosques y de su población.   
 



 

En el mismo sentido, denuncia el completo abandono del Estado colombiano en 
materia de infraestructura básica en la región, que no cuenta con sistemas de 
acueducto, alcantarillado o disposición final de residuos. A este respecto, se indica 
que la falta de un sistema adecuado y eficiente de abastecimiento de agua potable y 
saneamiento básico profundiza las consecuencias de las actividades de explotación 
descritas, ya que no se cuenta con rellenos sanitarios ni otros mecanismos de 
disposición final y tratamiento de basuras, las cuales en su mayoría se ubican a cielo 
abierto o son arrojadas al río Atrato y sus afluentes. 
 
Reitera que desde hace varios años las colectividades y sus representantes han 
alertado sobre la urgencia de proteger y garantizar la vida digna de las comunidades 
étnicas -afrocolombianas e indígenas- que habitan a lo largo de la cuenca del Atrato, 
sin que haya habido acciones concretas por parte del Estado. Agrega que en la 
actualidad los problemas denunciados se han profundizado al punto de configurar 
una crisis sin precedentes, originada en la contaminación de las aguas por sustancias 
tóxicas, erosión, empalizadas que restringen la movilidad, acumulación de basuras, 
sedimentación intensiva, vertimiento de residuos sólidos y líquidos al río, 
deforestación, taponamiento de subcuentas y brazos de navegación, y pérdida de 
especies; todo esto, en medio de un escenario histórico de conflicto armado.  
 
Puntualiza que las múltiples afectaciones ambientales, sociales y en salud que vienen 
produciendo la explotación minera y forestal ilegal que se realiza en el río Atrato, ha 
motivado la creación de algunos espacios de concertación institucional como la 
denominada “Mesa Minera Interinstitucional”, que no han funcionado en la medida en 
que no están abordando las políticas estructurales que requiere el departamento del 
Chocó para superar esta crisis socio-ambiental ocasionada por la minería, ni las 
medidas que se necesitan para alcanzar la protección de los derechos de las 
comunidades, entre ellas las accionantes.     
 
También destaca que se han presentado varias acciones populares, algunas de las 
cuales se encuentran en curso desde hace varios años y otras han sido falladas a 
favor de las comunidades étnicas, sin que con ello se haya logrado articular la acción 
estatal para salvaguardar a las poblaciones y emprender la recuperación de los ríos.  
 
Por último, señala que dichas reclamaciones judiciales no han sido efectivas: con el 
paso del tiempo esta grave problemática que enfrentan las comunidades se ha 
incrementado de forma exponencial, lo que ha llevado a una vulneración masiva y 
sistemática de sus derechos.  
 
En síntesis, solicita al juez constitucional que se tutelen los derechos fundamentales 
a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la 
cultura y al territorio de las comunidades étnicas accionantes, y en consecuencia, se 
emitan una serie de órdenes y medidas que permitan articular soluciones 
estructurales ante la grave crisis en materia de salud, socio-ambiental, ecológica y 
humanitaria que se vive en la cuenca del río Atrato, sus afluentes y sus territorios 
aledaños. 
 
 
 
 
PROBLEMA JURÍDICO  
 
¿Debido a la realización de actividades de minería ilegal en la cuenca del río Atrato 
(Chocó), sus afluentes y territorios aledaños, y a la omisión de las autoridades 
estatales demandadas (encargadas de hacer frente a esta situación, tanto del nivel 
local como del nacional), se presenta una vulneración de los derechos 
fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio 
ambiente sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas accionantes? 
 
RESPUESTA AL PROBLEMA JURÍDICO 
 



 

Las entidades estatales demandadas (tanto del orden nacional como local) 
vulneraron los derechos a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al 
medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas que 
habitan la cuenca del Atrato, sus afluentes y territorios aledaños al omitir el 
cumplimiento de sus deberes constitucionales y no tomar medidas efectivas, 
concretas y articuladas para enfrentar y dar solución a la realización de 
actividades intensivas de minería ilegal en la zona.  
 
CONCLUSIÓN DE LA CORTE  
 
Las autoridades estatales demandadas son responsables de la vulneración de los 
derechos fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al 
medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas 
demandantes por su conducta omisiva al no realizar acciones efectivas para detener 
el desarrollo de actividades mineras ilegales, que han generado la configuración de 
grave crisis humanitaria y ambiental en la cuenca del río Atrato (Chocó), sus afluentes 
y territorios aledaños.  
 
Respecto del vertimiento de mercurio y otras sustancias químicas tóxicas 
necesarias para la realización de actividades mineras ilegales en el río Atrato, 
sus afluentes y territorios aledaños.  
 
En cuanto Vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la salud y al medio 
ambiente sano de las comunidades étnicas accionantes. La Corte debe comenzar 
por señalar que efectivamente la principal actividad económica del Chocó en la 
actualidad es la minería ilegal. Y que esta explotación mecanizada, a pesar de los 
esfuerzos del Estado por combatirla, se realiza de forma intensiva e indiscriminada, 
con uso de dragas, dragones, retroexcavadoras y de sustancias químicas tóxicas 
como el mercurio y el cianuro para obtener la separación del mineral de oro de las 
impurezas generando con ello una notable contaminación ambiental que afecta, en 
su conjunto, los derechos a la a la vida, a la dignidad humana, a la salud, al agua, a 
la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las 
comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato. 
 
En este sentido, tanto la Sala como las comunidades accionantes, diversas entidades 
estatales, la Diócesis de Quibdó, Codechocó, Corpourabá, la Defensoría del Pueblo, 
la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, los 
expertos de las Universidades de Cartagena y Chocó, organismos internacionales 
como la ONU y organizaciones no gubernamentales como de justicia y WWF 
Colombia, entre otros, pudieron confirmar in situ el uso intensivo de maquinaria 
pesada y sustancias tóxicas como el mercurio en el proceso de extracción del oro en 
el río Atrato en el recorrido que en la inspección judicial se hizo por el río y sus 
afluentes. La Defensoría del Pueblo (folios 1871-1989) y la Procuraduría General de 
la Nación (folios 1988-2007) así lo manifestaron en sus respectivos informes de 
acompañamiento a la inspección judicial, como ya ha sido reseñado.  
 
Ahora bien, de acuerdo a lo evidenciado por la Corte en la inspección judicial 
realizada en Chocó en el mes de enero de 2016, se tiene que, en el caso del 
desarrollo de actividades mineras ilegales, estas contribuyen a generar una grave 
vulneración de derechos fundamentales en las comunidades étnicas que habitan en 
la cuenca del río Atrato, sus afluentes y territorios aledaños. La Corte pudo constatar 
que a lo largo del recorrido por el río Quito (afluente del Atrato), que incluyó los 
sectores de Quibdó, Soledad, Guayabalito, Loma de Barranca, San Isidro, Bocas de 
Paimadó, Lomas Pueblo Nuevo, río Pató, Villa Conto y Paimadó, la actividad 
desplegada por las máquinas usadas en minería (dragas, dragones y 
retroexcavadoras) está afectando seriamente el medio ambiente y las comunidades 
vecinas.  
 
En consideración a lo hasta aquí expuesto, para la Corte es menester concluir que la 
actividad minera ilegal, al tener la potencialidad de generar menoscabo a la salud y 
al medio ambiente, como se ha visto en el caso de las comunidades étnicas que 
habitan la cuenca de río Atrato, está sujeta a la aplicación del principio de precaución. 



 

Este se aplica cuando -aunque haya un principio de certeza técnica- existe 
incertidumbre científica respecto de los efectos nocivos de una medida o actividad. 
En ese caso, debe preferirse la solución que evite el daño y no aquella que pueda 
permitirla.  
 
Este principio no solo está concebido para proteger el derecho al medio ambiente 
sino también el derecho a la salud cuando exista la amenaza de vulneración En este 
orden de ideas, ante la evidencia de los potenciales efectos nocivos que puede tener 
el uso de mercurio y otras sustancias tóxicas en la actividad minera ilegal que se 
desarrolla en la cuenca del río Atrato, que pueden poner en peligro no solo a las 
comunidades sino al medio ambiente en su conjunto, así no exista certeza científica, 
la Sala considera que en este caso se reúnen los requisitos para dar aplicación al 
principio de precaución en materia ambiental y para proteger el derecho a la salud de 
las personas. Como se señaló en el acápite respectivo, el principio de precaución 
implica en términos muy sencillos, que en caso de duda científica no se abstenga y, 
por el contrario, se proteja el derecho al medio ambiente sano y a la salud en 
conexidad con la vida.  
 
En concreto, la aplicación del principio de precaución en el presente caso tendrá 
como objetivos, (i) prohibir que en adelante se usen sustancias tóxicas como el 
mercurio en actividades de explotación minera, ya sean legales e ilegales; y (ii) 
declarará que el río Atrato es sujeto de derechos que implican su protección, 
conservación, mantenimiento y en el caso concreto, restauración, la Corte encuentra 
que las entidades demandadas han vulnerado los derechos a la vida, a la salud y al 
medio ambiente sano de las comunidades accionantes al permitir el vertimiento 
indiscriminado de mercurio y otras sustancias químicas tóxicas necesarias para la 
realización de actividades mineras ilegales en el río Atrato, sus afluentes y territorios 
aledaños, al no tomar medidas concretas y articuladas para evitarlo teniendo pleno 
conocimiento de la situación, esto es, por omisión en el cumplimiento de sus deberes 
legales y constitucionales. En consecuencia, se ordenará a las entidades 
responsables la adopción de una serie de medidas de urgencia que permitan hacer 
frente a esta grave vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la salud y 
al medio ambiente sano, que se indicarán en el acápite relativo a las órdenes.  
 
Acerca de la contaminación del Río Atrato, sus afluentes, los bosques y las 
fuentes de alimento producida por el desarrollo de actividades de explotación 
minera ilegal en la región 
 
En este punto, para la Corte es claro que según lo evidenciado en las pruebas 
obrantes en el expediente y en la inspección judicial -que se reseñaron en los 
fundamentos 9.14 a 9.17-, la minería ilegal que se realiza en la cuenca del río Atrato 
y sus afluentes desafía cualquier idea de uso racional de los recursos hídricos y 
forestales, y constituye una abierta vulneración del derecho fundamental al agua (al 
tener como consecuencia su grave contaminación) que amenaza no solo a las 
comunidades étnicas, al departamento del Chocó o al medio ambiente, sino a una de 
las fuentes hídricas y de biodiversidad más importantes del mundo y con ello a las 
presentes y futuras generaciones, dimensionando el ámbito de protección de los 
tratados internacionales suscritos por Colombia en materia de protección del medio 
ambiente, la Constitución Ecológica y los derechos bioculturales(fundamentos 5.11 a 
5.18), que predican la protección conjunta e interdependiente del ser humano con la 
naturaleza y sus recursos, es que la Corte declarará que el río Atrato es sujeto de 
derechos que implican su protección, conservación, mantenimiento y en el caso 
concreto, restauración.  
 
Para el efectivo cumplimiento de esta declaratoria, la Corte dispondrá que el Estado 
colombiano ejerza la tutoría y representación legal de los derechos del río en conjunto 
con las comunidades étnicas que habitan en la cuenca del río Atrato en Chocó; de 
esta forma, el río Atrato y su cuenca -en adelante- estarán representados por un 
miembro de las comunidades protección, recuperación y debida conservación del río, 
ambas partes deberán diseñar y conformar una comisión de guardianes del río Atrato 
cuya integración y miembros se desarrollará en el acápite de órdenes a proferir en la 
presente sentencia. 



 

 
De acuerdo a los tratados internacionales se ha venido desarrollando un nuevo 
enfoque jurídico denominado derechos bioculturales, cuya premisa central es la 
relación de profunda unidad e interdependencia entre naturaleza y especie humana, 
y que tiene como consecuencia un nuevo entendimiento socio-jurídico en el que la 
naturaleza y su entorno deben ser tomados en serio y con plenitud de derechos. Esto 
es, como sujetos de derechos, teniendo en cuenta  la diversidad biocultural como 
enfoque, basada, como se ha visto, en una perspectiva egocéntrica, implica que las 
políticas, normas e interpretaciones sobre conservación de la biodiversidad 
reconozcan el vínculo e interrelación que existe entre cultura y naturaleza, extiendan 
la  participación de las comunidades étnicas en la definición de políticas 
públicas y marcos de regulación, y garanticen las condiciones conducentes a la 
generación, conservación y renovación de sus sistemas de conocimiento, en el marco 
de un ESD. La importancia de la diversidad biológica y cultural de la nación para las 
próximas generaciones y la supervivencia de nuestra riqueza natural y cultural 
plantea al Estado colombiano la necesidad de adoptar políticas públicas integrales 
sobre conservación, preservación y compensación que tomen en cuenta la 
interdependencia entre la diversidad biológica y cultural. Así las cosas, la diversidad 
biocultural representa el enfoque más integral y comprensivo de la diversidad étnica 
y cultural de cara a su protección efectiva. 
 
Es importante no perder de vista el llamado que de atención muy pertinente que hace 
la honorable CORTE CONSTITUCIONAL a las comunidades étnicas que habitan la 
cuenca del río Atrato para que protejan, dentro del ejercicio de sus costumbres, usos 
y tradiciones, el medio ambiente del cual son sus primeros guardianes y 
responsables.   
 
Vulneración del derecho a la seguridad alimentaria 
 
En sentido complementario, la Sala considera que las actividades de minería ilegal 
en tanto contaminan y amenazan gravemente las fuentes hídricas y los bosques, 
vulneran directamente la disponibilidad, acceso y sostenibilidad de los alimentos y las 
formas tradicionales de producción de alimentos de las comunidades étnicas de la 
cuenca del río Atrato, lo que implica una afectación de todos los componentes del 
derecho a la alimentación y las distintas etapas del proceso alimentario.  
 
En este punto es necesario recordar que las actividades mineras ilegales han 
desplazado por completo las formas tradicionales de producción de alimentos de las 
comunidades étnicas -que hoy solo representan una actividad aislada- y en su lugar, 
han impuesto un modelo de vida y de desarrollo que no es compatible con las 
prácticas ancestrales y que está afectando gravemente el tejido social y las 
costumbres de las mismas. 
 
Así las cosas, la Corte encuentra que las entidades demandadas son responsables 
por la vulneración de los derechos fundamentales al agua y a la seguridad alimentaria 
de las comunidades étnicas accionantes y por la contaminación del río Atrato y sus 
afluentes producida por el desarrollo de actividades de explotación minera ilegal en 
la región, por su conducta omisiva al no proveer una respuesta institucional idónea y 
efectiva para atender y dar solución a la problemática denunciada. En consecuencia, 
se ordenarán una serie de medidas que permitan hacer frente a esta grave 
vulneración de los derechos fundamentales al agua y la seguridad y soberanía 
alimentaria. 
 
Acerca de la vulneración de los derechos fundamentales al territorio y a la 
cultura de las comunidades étnicas accionantes.  
 
La Sala debe señalar que ha constatado que en la región objeto de la presente tutela, 
la cuenca del río Atrato y sus afluentes, se ha abierto paso de forma alarmante el 
auge de la minería ilegal de oro y otros metales preciosos - como financiador del 
conflicto armado-, lo que está generando preocupantes conflictos socio-ambientales 
que se materializan en una lucha indiscriminada por el control de los territorios y de 
los recursos naturales, y tiene como consecuencia el desplazamiento forzado, la 



 

degradación de los ecosistemas, la diminución de los bosques, extinción de especies 
endémicas y contaminación de los ríos, entre otros factores que ponen en alto riesgo 
el patrimonio natural y cultural del país.  
 
En este orden de ideas, la Corte considera que es responsabilidad del Gobierno 
nacional y de las autoridades mineras y ambientales realizar procesos integrales de 
erradicación de la minería ilegal, y en los casos donde se desarrollan proyectos de 
minería legal, realizar consulta previa a comunidades étnicas cuando estas 
actividades se realicen en sus territorios colectivos o cuando estas afecten 
directamente sus territorios y sus formas tradicionales de vida. 
 
El impacto de la minería ilegal es tan fuerte que, como han señalado los accionantes, 
ha llegado a separar familias, a incrementar la violencia y a estimular la pérdida de 
las creencias y tradiciones ancestrales de las comunidades negras que habitan la 
cuenca del río Atrato en Chocó. Considera la Sala que las comunidades étnicas que 
habitan la cuenca del río Atrato tienen derecho a que las entidades estatales 
demandadas y el Estado colombiano les garanticen sus derechos fundamentales. 
 
Sobre los efectos inter comunes de la presente providencia. Un aspecto final a 
resaltar es que la vulneración de derechos fundamentales en el caso sub examine ha 
recaído sobre una población de gran tamaño. Como ya se ha reseñado en esta 
providencia entre las comunidades accionantes se encuentra el Consejo Comunitario 
Mayor de la Organización Popular Campesina del Alto Atrato (Cocomopoca) que está 
integrado por 3.200 familias, el Consejo Comunitario Mayor de la Asociación 
Campesina Integral del Atrato (Cocomacia) integrado por 120 comunidades y el Foro 
Inter-étnico Solidaridad Chocó (FISCH) por 47 organizaciones.  
 
De esta manera, la Sala debe anotar que las poblaciones reseñadas son sólo algunos 
de los colectivos accionantes, cuyo número puede aumentar si se tiene en cuenta 
que las comunidades potencialmente afectadas son todas aquellas que habitan la 
cuenca del río Atrato y sus afluentes, lo que involucra a buena parte de la población 
del departamento del Chocó, y por tanto, esta providencia tendrá -de manera 
excepcional- efectos intercomunis, con el objeto de amparar los derechos de 
comunidades étnicas que aun cuando no hayan promovido esta acción constitucional 
se encuentren igualmente afectadas por los hechos denunciados, con el fin de dar a 
todos los miembros de una misma comunidad un trato igualitario y uniforme que 
asegure el goce efectivo de sus 17 derechos fundamentales.  
 
Por las razones expuestas, la Corte amparará los derechos fundamentales de los 
consejos comunitarios accionantes con efectos intercomunis para toda persona o 
comunidad que habite la cuenca del río Atrato, sus afluentes y territorios aledaños, 
en la medida en que la población afectada por los hechos denunciados en esta acción 
podría ser muy superior a la representada por los demandantes. 
 
Es importante señalar que, ante una política nacional minera que está dirigida a 
estimular en el presente y en los años por venir un mayor consumo de los recursos 
naturales, es indispensable que el Estado colombiano, en igual medida, construya 
una gobernanza sostenible y fortalezca sus instituciones -en especial en los niveles 
municipal y departamental- de manera que estas puedan responder de forma efectiva 
y responsable a los grandes desafíos que esta industria representa, sobre todo en 18 
relación con sus costos y beneficios, y también, con el creciente fenómeno de la 
minería ilegal. En efecto, si el Estado descuida su responsabilidad de otorgarle el 
mayor amparo posible a nuestros recursos naturales, acaba trasladándola sobre la 
ciudadanía y las comunidades locales, que, en consecuencia, tendrían - en caso de 
darse tal situación- que enfrentarse contra la misma administración, los empresarios, 
las multinacionales y los trabajadores mineros.  
 
Elaboración de un plan de fortalecimiento institucional con el objeto de dotar a las 
entidades regionales de herramientas suficientes -en términos de capacidad 
institucional, recursos financieros y planta de personal- para poder enfrentar de forma 
efectiva toda actividad minera ilegal con especial énfasis en (i) las autoridades 
ambientales de la región -Codechocó y Corpourabá-; (ii) las administraciones 



 

municipales de Chocó así como al departamento; y (iii) los despachos judiciales y 
dependencias de la Fiscalía General de la Nación y las entidades que hacen parte 
del Ministerio Público (Procuraduría General de la Nación, Defensoría del Pueblo y 
Personerías) y organismos de control (Contraloría General de la República) que 
desarrollan actividades en la región. 
 
La Corte considera que las autoridades mineras deben realizar lo antes posible un 
censo minero regional que permita saber a ciencia cierta en dónde se realizan 
procesos de minería legal e ilegal, para que así se puedan tomar decisiones de 
política pública coherentes y que tengan vocación de ser cumplidas. Este censo 
deberá ser diseñado con carácter diferenciado para que así se pueda saber qué clase 
de minería se está realizando, si es tradicional, pequeña, mediana o grande, lo cual 
es de vital importancia para poder desarrollar procesos de formalización. En este 
sentido, la Sala exhorta a las autoridades competentes con el objeto de que realicen 
un censo minero regional en el departamento de Chocó. 
 
De igual importancia resulta reiterar que el Estado y sus autoridades disponen, por 
creación constitucional, de una serie de herramientas para atender y enfrentar toda 
clase de emergencias económicas, sociales y ecológicas que de manera masiva y 
sistemática amenacen los derechos fundamentales de sus ciudadanos. El artículo 
215 de la Constitución señala que el Gobierno tiene la facultad de utilizar la figura de 
los estados de emergencia, “cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos 
en los artículos 212 y 213 que perturben o amenacen perturbar en forma grave e 
inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave 
calamidad pública”. De esta manera, para la Corte es claro que el Estado colombiano, 
en los niveles -nacional, regional y local cuenta con una serie de herramientas legales 
para enfrentar la grave crisis humanitaria, social y ambiental que se presenta en el 
departamento de Chocó. 
 
De igual importancia resulta reiterar que el Estado y sus autoridades disponen, por 
creación constitucional, de una serie de herramientas para atender y enfrentar toda 
clase de emergencias económicas, sociales y ecológicas que de manera masiva y 
sistemática amenacen los derechos fundamentales de sus ciudadanos. El artículo 
215 de la Constitución señala que el Gobierno tiene la facultad de utilizar la figura de 
los estados de emergencia, “cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos 
en los Artículos 212 y 213 que perturben o amenacen perturbar en forma grave e 
inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave 
calamidad pública”. De esta manera, para la Corte es claro que el Estado colombiano, 
en los niveles -nacional, regional y local cuenta con una serie de herramientas legales 
para enfrentar la grave crisis humanitaria, social y ambiental que se presenta en el 
departamento de Chocó. 
 

LAS ÓRDENES 

 

Esta Corporación ha emitido varios tipos de órdenes, dependiendo de la magnitud 
del problema que genera la vulneración de los derechos objeto de tutela. Ha proferido 
órdenes de ejecución simple, generalmente referidas a órdenes de abstención o de 
acción que pueden ser efectuadas por una autoridad sin el concurso de otras. 
También ha dictado órdenes complejas y mandatos estructurales, que exigen 
procesos de articulación y ejecución compleja, involucran a varias autoridades y 
requieren acciones coordinadas.  
 
En el presente caso, en razón a su complejidad y a los enormes desafíos que 
representa en términos de cumplimiento, la Sala Sexta de Revisión dará tanto 
órdenes de ejecución simple como órdenes complejas dirigidas a garantizar los 
derechos fundamentales de las comunidades étnicas de la cuenca del río Atrato, 
independientemente de que hayan o no acudido a la acción de tutela para la 
protección de sus derechos, por esta razón, el efecto de la sentencia será inter 
comunis.  
 

La finalidad de estas órdenes es que las entidades encargadas de atender los 
múltiples problemas descritos establezcan, en un plazo prudencial, y dentro de la 



 

órbita de sus competencias, las medidas, las acciones y los correctivos que sean 
necesarios para superar la grave crisis que en materia de minería ilegal afecta a las 
poblaciones involucradas en el departamento del Chocó.  
 
Estas órdenes están dirigidas -en términos generales- a que se adopten decisiones 
efectivas y concretas que permitan superar de forma progresiva y permanente tanto 
la insuficiencia de recursos, como las falencias en la capacidad institucional, con 
fundamento en el principio constitucional de colaboración armónica entre poderes 
públicos para asegurar la protección efectiva de los derechos fundamentales y la 
plena vigencia de la Constitución Política en el departamento del Chocó.   
 
Las órdenes proferidas en la sentencia T – 622 se pueden apreciar en el cuadro 
siguiente:  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


